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ESTE año se eligen alcaldes
y concejales, quienes
constituyen no sólo el
mayor número de repre-

sentantes populares electos, sino
también la capa del sistema polí-
tico más cercana a la población y
responsable de una parte no tri-
vial de la implementación de po-
líticas públicas a nivel local. Es
por ello que el reciente anuncio de
la Contraloría, el Ministerio Públi-
co y el Consejo de Defensa del Es-
tado de informar en forma con-
junta los actos de corrupción bajo
investigación es potencialmente
una gran noticia. El objetivo, se-
gún se informa, es incrementar la
transparencia, creando una herra-
mienta de monitoreo especial-
mente dirigida a los ciudadanos.

Si bien la transparencia tiene un
importante valor por sí sola, el im-
pacto de la política recién anun-
ciada consiste en las acciones que
se inician como respuesta al acce-
so a la información. Ciudadanos
debidamente informados de los
actos de corrupción pueden ini-

ciar acciones legales o castigar en
las urnas a políticos corruptos.

Existe amplia evidencia empírica
de que la entrega de información
sobre actos de corrupción influye
en el voto de los ciudadanos. Un
buen ejemplo es el estudio de Fre-
derico Finan y Claudio Ferraz, dos
investigadores afiliados al Abdul
Latif Jameel Poverty Action Lab
(J-PAL), red de académicos funda-
da en MIT y cuya oficina para La-
tinoamérica está afiliada a la Uni-
versidad Católica de Chile. Los in-
vestigadores evaluaron el impacto
de una política anticorrupción en
Brasil que primero auditó los gas-
tos de los gobiernos municipales y
luego diseminó de manera pública
los casos de corrupción identifica-
dos. Para facilitar la implementa-
ción gradual del programa, se se-
leccionó aleatoriamente a un gru-
po de municipalidades a ser
auditas cada mes. Este diseño per-
mitió comparar los resultados
electorales de los alcaldes que
postulaban a la reelección en
aquellas municipalidades investi-

gadas antes de la elección munici-
pal, con respecto a aquellas en que
la auditorías y por lo tanto la dis-
posición de información se pro-
dujo después de la elección.

Los resultados confirmaron el
poder de la información. La dise-
minación de los resultados de las
auditorías disminuyó significati-
vamente el porcentaje de voto y la
probabilidad de reelección de al-
caldes corruptos y mejoró los re-
sultados de aquellos alcaldes en
municipalidades en que ningún
caso de corrupción fue detectado.
Semejantes resultados de evalua-
ciones aleatorias de impacto, rea-
lizadas también por investigado-
res asociados a J-PAL, han sido
encontrados en contextos tan di-
ferentes como México e India.

Aunque aún no se conocen los
detalles, el nuevo portal web pue-
de ser un importante complemen-
to y un insumo para varias organi-
zaciones no gubernamentales que
promueven en Chile la participa-
ción ciudadana, a través de la en-
trega de información. En especial

en un área como la corrupción,
donde los esfuerzos por investigar
se hacen especialmente difíciles. Y
es que la corrupción involucra en
la mayoría de los casos actos ilíci-
tos en que los actores involucra-
dos tienden por naturaleza a es-
conder sus rastros. Es de esperar
que junto a este anuncio, más y
mejor información de actos que
no son necesariamente corrup-
ción, pero que sí pueden influir en
la decisión de los votantes, tam-
bién esté disponible mediante este
tipo de herramientas. Que la in-
formación sea lo más completa
posible, oportuna, amigable y fácil
de digerir es esencial para el éxito
de esta iniciativa.

El desafío no es sólo que la in-
formación esté disponible en una
página web, sino que a través de
esfuerzos complementarios con
la sociedad civil, ésta llegue efec-
tivamente a los ciudadanos.
Como en todas las políticas públi-
cas bien intencionadas, en los de-
talles está la clave de una buena
implementación.
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